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Amparo directo en revisión 1376/2014

quejosA: **********.

PONENTE: ministro ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA

SECRETARia: cecilia armengol alonso. 

S Í N T E S I S 

TEMA: Verificar si, por un lado, los argumentos de la quejosa combaten la inoperancia decretada por el tribunal colegiado, al estimar que se actualiza un impedimento técnico para que dicho órgano jurisdiccional aborde el estudio de constitucionalidad planteado; y, por el otro, dilucidar si la línea argumentativa del recurrente es suficiente para revocar las consideraciones del tribunal colegiado mediante las cuales sustentó que el artículo 1084 del Código de Comercio no es contrario a los principios de legalidad y seguridad jurídica.

ACTO RECLAMADO: Sentencia emitida por la Primera Sala Colegiada en Materias Civil y Familiar del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Tamaulipas el 11 de septiembre de 2013. 
SENTENCIA RECURRIDA: Dictada el 13 de febrero de 2014, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Decimonoveno Circuito en el juicio de amparo directo 848/2013 civil.

RECURRENTE: La parte quejosa.

RESOLUTIVOS:
PRIMERO. En la materia de la revisión se confirma la sentencia recurrida.
SEGUNDO. La justicia de la unión no ampara ni protege a ********** en contra de la sentencia de veinte de junio de dos mil catorce, dictada por la Primera Sala Colegiada en Materias Civil y Familiar del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Tamaulipas en el toca de apelación ********** y su ejecución. 

EL PROYECTO PROPONE:

Es infundada la primera línea argumentativa mediante la cual la recurrente combate las consideraciones esgrimidas por el tribunal colegiado por las que concluyó que era inoperante el argumento mediante el cual la quejosa adujo que el artículo 1084 del Código de Comercio es inconstitucional, por estimar que el legislador federal omitió establecer como causa generadora que debe condenarse en costas a quien promueva una acción injusta a sabiendas de su improcedencia.

La argumentación anterior es infundada, puesto que si bien, la constitucionalidad de las normas generales puede ser analizada a través de un juicio de amparo directo; contrario a lo que la quejosa afirma, de la sentencia recurrida se advierte que la argumentación del órgano jurisdiccional —dado el sentido del estudio de ese concepto de violación—, se realizó en el sentido que la declaratoria general de inconstitucionalidad conforme se regula en los párrafos segundo y tercero, de la fracción II, del artículo 107 de la Constitución Federal, así como en los artículos 231 y 232 de la Ley de Amparo vigente, se refiere específicamente al amparo indirecto en revisión, por lo que es infundado que el órgano jurisdiccional afirmara que no era posible estudiar la constitucionalidad de normas generales en un amparo directo, sino que su consideración fue en el sentido de agregar que en todo caso, una declaratoria general de inconstitucionalidad de la norma en amparo, únicamente es susceptible de originarse por la tramitación de un juicio de amparo indirecto, dada la naturaleza de la instancia.

Fue correcta la determinación del tribunal colegiado respecto a que las sentencias que se dicten en el juicio de amparo únicamente deben ocuparse de los quejosos que lo hubieren solicitado, el cual, en caso de otorgarse, se debe limitar al caso concreto sobre el que verse la controversia y no pueden tener efectos generales.

También es infundada la argumentación de la recurrente mediante la cual sostiene que contrario a la determinación del tribunal colegiado, ésta no impugnó una omisión legislativa; pues tal como se determinó por ese órgano colegiado, máxime que de la demanda de amparo se advierte que la misma impugnó la constitucionalidad del artículo 1084 del Código de Comercio porque no contiene reglas claras de lo que debe considerarse como temeridad y mala fe, y porque el mismo no establece que debe condenarse en costas a quien promueva una acción a sabiendas de su improcedencia. 

Tal como lo determinó el tribunal colegiado, en términos del artículo 73, fracción XVIII, de la Ley de Amparo, en relación con el artículo 107, fracción II, párrafo primero, de la Constitución Federal, es improcedente el juicio de amparo contra una omisión legislativa, pues de concederse la protección constitucional a la quejosa, el efecto sería obligar a la autoridad legislativa a reparar la omisión, dando efectos generales a la ejecutoria, lo cual implicaría la creación de una ley, que constituye una prescripción general, abstracta y permanente, que vincularía no sólo a la promovente del amparo y a las autoridades señaladas como responsables, sino a todos los gobernados y autoridades cuya actuación tuviera relación con la norma creada
También es infundado el argumento referente a que el tribunal colegiado omitió estudiar su segundo concepto de violación, puesto que contrario a lo que aduce la recurrente, de la sentencia recurrida se desprende que el órgano jurisdiccional si emprendió su estudio. El órgano jurisdiccional calificó de infundado dicho concepto de violación y determinó que contrario a la argumentación de la quejosa, el artículo impugnado no vulnera las garantías de legalidad y seguridad jurídica.

Para lo anterior utilizó argumentos que reiteran los razonamientos que respecto al tema de costas esta Primera Sala ha emitido, en las cuales se ha dicho que la condena al pago de costas prevista en el artículo 1084 del Código de Comercio, que se encuentra condicionada a la existencia de mala fe o temeridad por parte del litigante que se inconforma con una sentencia de primer grado, no limita la garantía de acceso a la justicia contenida en el artículo 17 de la Constitución Federal, pues no impide que los gobernados acudan a los tribunales solicitando que se les administre justicia, ni que éstos la impartan; además, su finalidad no es intimidar a los posibles recurrentes que, haciendo uso de los medios de defensa legales, puesto que pueden impugnar una sentencia de primera instancia, además que el citado artículo 17 constitucional prevé que la administración e impartición de justicia debe darse en los plazos y términos que fijen las leyes, lo cual implica que éstos se fijen por el legislador ordinario en uso de su libertad de configuración, siempre y cuando cumplan con lo dispuesto por la Constitución Federal.
Finalmente, no le asiste la razón a la recurrente respecto a que el artículo impugnado incumple con los extremos del artículo 17 constitucional respecto al derecho de acceso a la justicia, aun cuando dicho precepto no establezca que los juzgadores deben fundar y motivar la determinación de condena en costas.
El argumento del colegiado referente a que el artículo impugnado cumple con los requisitos del artículo 17 constitucional es correcto, aun cuando el precepto no establezca que los juzgadores deban fundar y motivar las determinaciones de condena o absolución en costas, pues además no fue una consideración aislada en tanto que el tribunal colegiado sostuvo dicha afirmación porque estimó, esencialmente, que el hecho de que el artículo impugnado no contemplara expresamente la obligación de fundamentar la condena en costas, no releva al operador jurídico de la obligación contenida en el diverso artículo 16 constitucional, referente a que todo acto de autoridad debe estar debidamente fundado y motivado. Por esa razón, afirmó que el precepto impugnado no puede ser inconstitucional solo porque en su contenido no prevé que la condena o absolución de las costas deba estar fundada y motivada.
TESIS QUE SE CITAN EN EL PROYECTO:

OMISIÓN LEGISLATIVA. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO EN SU CONTRA, CONFORME AL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XVIII, DE LA LEY DE LA MATERIA, EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN II, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.
LEYES, AMPARO CONTRA. ES IMPROCEDENTE AQUEL EN QUE SE IMPUGNA LA OMISIÓN DEL LEGISLADOR ORDINARIO DE EXPEDIR UNA LEY O DE ARMONIZAR UN ORDENAMIENTO LEGAL A UNA REFORMA CONSTITUCIONAL.
COSTAS EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. EL ARTÍCULO 1084, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, QUE PREVÉ SU CONDENA, NO VULNERA EL DERECHO DE ACCESO A LA JURISDICCIÓN.
COSTAS. LA CONDENA EN TAL CONCEPTO QUE ESTABLECEN DIVERSAS LEGISLACIONES, SIN CONDICIONARLA A LA EXISTENCIA DE MALA FE O TEMERIDAD DEL LITIGANTE, NO LIMITA LA GARANTÍA DE ACCESO A LA JUSTICIA.
CONDENA EN COSTAS. EL ARTÍCULO 140 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, PREVÉ DOS SISTEMAS PARA SU PROCEDENCIA, UNO SUBJETIVO Y UNO OBJETIVO.
COSTAS. LA CONDENA QUE EN TAL CONCEPTO ESTABLECE EL ARTÍCULO 140, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, SIN CONDICIONARLA A LA EXISTENCIA DE MALA FE O TEMERIDAD DEL LITIGANTE, NO LIMITA LA GARANTÍA DE ACCESO A LA JUSTICIA
COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 1076, FRACCIÓN VIII, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, CON EL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
Amparo directo en revisión 1376/2014.

quejosA: **********.

VISTO BUENO

SR. MINISTRO:
PONENTE: ministro ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA.

COTEJÓ:
SECRETARIa: cecilia armengol alonso.

colaboró: MONTSERRAT FERNÁNDEZ NUNGARAY.

México, Distrito Federal. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al emite la siguiente:

S E N T E N C I A

Mediante la cual se resuelve el amparo directo en revisión 1376/2014, interpuesto en contra del fallo dictado el trece de febrero de dos mil catorce por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Decimonoveno Circuito en el juicio de amparo directo civil 848/2013.

El problema jurídico a resolver por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consiste en verificar si se cumplen los requisitos procesales establecidos para la revisión en amparo directo, a fin de analizar la constitucionalidad del artículo 1084 del Código de Comercio que regula la condena en costas dentro de un juicio mercantil, cuando así lo prevenga la ley o que a juicio del juez se haya procedido con temeridad o mala fe; por estimarlo contrario a los principios de legalidad y seguridad jurídica contenidos en los artículos 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en adelante “Constitución Federal”). 

I. ANTECEDENTES DEL CASO
1. Hechos y antecedentes. De las constancias que obran en autos del toca de apelación ********** del índice de la Primera Sala Colegiada en Materias Civil y Familiar del Poder Judicial del Estado de Tamaulipas, se desprende lo siguiente:

2. Por escrito presentado el dos de marzo de dos mil doce ante la Oficina de Correspondencia Común a los Juzgados Civiles del Primer Distrito Judicial del Estado de Tamaulipas, con residencia en Ciudad Victoria, **********, por conducto de sus endosatarios en procuración, promovió juicio ejecutivo mercantil en el que ejercitó acción cambiaria directa en contra de la empresa **********, a través de su representante legal, con el carácter de deudor principal, así como al aval y obligado solidario. El actor reclamó las siguientes prestaciones:

3. De la empresa **********, demandó el pago de $**********, correspondientes a los cuatro pagarés exhibidos como documentos base de la acción.
4. De ********** y de **********, demandó el pago de $**********, en su calidad de avales y obligados solidarios de tres de cuatro pagarés exhibidos como base de la acción. La cantidad exigida a los avales forma parte del monto total del adeudo principal.
5. Asimismo, reclamó el pago del interés legal que se generara de la cantidad reclamada a los demandados, hasta el momento que se cumpliera con la obligación, así como el pago de gastos y costas que se originaran con la tramitación de dicho juicio.
6. En acuerdo de dos de marzo de dos mil doce, el Juez Primero de Primera Instancia de lo Civil del Primer Distrito Judicial del Estado de Tamaulipas, con residencia en Ciudad Victoria, ordenó formar el expediente y lo registró con el número **********; ordenó requerir a la parte demandada en el domicilio señalado y le notificó del término legal de ocho días para contestar la demanda, para que ocurriera al juzgado y efectuara el pago de lo reclamado o a oponerse a la ejecución mediante las excepciones correspondientes. 
7. Posteriormente, **********
, en su carácter de aval, promovió incidente de nulidad de notificaciones en contra de la diligencia de emplazamiento y requerimiento de pago, ordenada en fecha dos de marzo de dos mil doce, llevada a cabo el trece de ese mismo mes y año. 
8. Por diversos escritos de veintitrés y treinta de marzo de dos mil doce, la demandada y ambos avalistas
, dieron contestación a la demanda promovida en su contra, en la cual hicieron valer las excepciones de pago; excepción personal derivada de la falta de ejecutividad de los títulos de crédito básicos de la acción, al ser otorgados en garantía y la excepción de falsedad ideológica o subjetiva en los títulos de crédito y todas las expresadas, de forma innominada.

9. Previos los trámites correspondientes, el cuatro de mayo de dos mil doce, el juez de primera instancia determinó que el incidente de nulidad planteado era improcedente y confirmó la legalidad del emplazamiento practicado al codemandado. Asimismo, condenó al aval incidentista por el pago de las costas procesales erogadas en razón de dicho medio de impugnación. 

10. En acuerdo de diecinueve de junio de dos mil doce, se tuvo a **********
 y a **********,
 contestando la demanda promovida en su contra, así como oponiendo sus excepciones.
11. Seguido el juicio en todas sus etapas procesales, el juez natural dictó sentencia el treinta y uno de agosto de dos mil doce, en la cual determinó que la parte actora demostró los hechos constitutivos de su acción cambiaria, en tanto que la parte demandada no acreditó sus excepciones; declaró fundada la acción cambiaria que hizo valer la parte actora; condenó a la demandada a pagar al actor la cantidad de $**********, por concepto de suerte principal correspondiente a cuatro pagarés.

12. Asimismo, condenó a los demandados avales, a pagar al actor la cantidad de $**********, por concepto de suerte principal, de tres de cuatro pagarés; al pago de los intereses moratorios vencidos y por vencerse, así como al pago de los gastos y costas erogados con motivo de la tramitación del juicio. Finalmente determinó que en caso de no hacerse el pago de la condena impuesta, debería procederse al transe y remate de los bienes embargados y con su producto cubrirle a la actora lo debido.

13. Inconforme con la resolución anterior, todos los demandados interpusieron recurso de apelación, del que correspondió conocer a la Primera Sala Colegiada en Materias Civil y Familiar del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Tamaulipas, la cual emitió resolución el treinta de enero de dos mil trece, en el sentido de modificar la sentencia recurrida, al determinar que la parte actora probó en parte los hechos constitutivos de la acción ejecutiva mercantil intentada y la parte demandada demostró una de las excepciones opuestas. 

14. Por lo anterior, condenó a la empresa demandada al pago de $********** por concepto de suerte principal—dos de cuatro pagarés—;  y condenó a los demandados en su calidad de obligados solidarios (avalistas) al pago de la cantidad de $********** por concepto de suerte principal de uno de tres pagarés, cantidad que forma parte de la suma total referida al principio del párrafo. 

15. Determinó que no procedía condenar a la parte demandada por los pagarés correspondientes a las cantidades de $********** y $**********, respecto de los cuales reservó el derecho que pudiera asistirle a la parte actora; dejó firme la sentencia en todo lo demás y no hizo especial condena respecto al pago de costas procesales erogadas en grado de apelación. 
16. Primer demanda de amparo. En contra de la resolución anterior, tanto la parte actora como los codemandados promovieron demanda de amparo directo.

17. De ambas demandas de amparo tocó conocer, por cuestión de turno, al Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Decimonoveno Circuito, cuyo Presidente las admitió a trámite y registró en acuerdo de cuatro de abril de dos mil trece, como amparo directo civil 238/2013 y amparo directo civil 239/2013, respectivamente, los cuales fueron resueltos por ejecutorias de veintiocho de agosto de dos mil trece y engrosadas el cuatro de septiembre del mismo año; concediendo el amparo a la parte demandada del juicio natural y negando el interpuesto por la parte actora.  Los efectos de la concesión del amparo fueron los siguientes:
Deje insubsistente la sentencia reclamada. 2). En su lugar, dicte otra en la que 2.1). Reitere las consideraciones respecto de las cuales este Tribunal Colegiado ha considerado que son infundados e inoperante los conceptos de violación esgrimidos por la parte quejosa. 2.2). Se pronuncie respecto a la condena de gastos y costas erogados en primera instancia tomando en cuenta la nueva situación jurídica derivada de la condena parcial de las prestaciones reclamadas por el actor. 3). Lo establecido en el inciso 2.2), deberá realizarlo con libertad de jurisdicción.
18. En cumplimiento a la ejecutoria de amparo, la sala responsable dictó nueva sentencia el once de septiembre de dos mil trece, en la que determinó dejar insubsistente la sentencia de treinta de enero de dos mil trece y modificó la sentencia de primera instancia de treinta y uno de agosto de dos mil doce, en sus resolutivos primero, tercero, cuarto y sexto, para que en su lugar quedara de la siguiente manera: 
Primero: La parte actora probó en parte los hechos constitutivos de la acción ejecutiva mercantil intentada, y la parte demandada demostró una de las excepciones que opuso. Tercero: (sic) Se condena a la demandada **********, a pagar en favor de la parte actora la cantidad de **********, por concepto de suerte principal de dos (2) de cuatro (4) pagarés. Cuarto: Se condena a los también demandados ********** y ********** en su calidad de obligados solidarios (avalistas), al pago en favor de la parte actora  de la  cantidad  de  **********, por concepto de suerte principal de uno (1) de tres (3) pagarés, cantidad que forma parte de la suma total a que se refiere el punto resolutivo anterior. Sin que proceda condenar a la parte demandada al pago que importan los pagarés exhibidos con la demanda por las cantidades de ********** y **********, respecto de los cuales se reserva el derecho que pudiera asistirle al actor para que, si así conviene a sus intereses, en su caso y oportunidad, lo ejercite en la vía y forma correspondientes. Sexto: No se hace especial condena del pago de costas procesales, por lo que cada parte cubrirá las que hubiere erogado. 
19. Asimismo, la sala responsable dejó firme la sentencia en las demás partes y no hizo especial condena en costas procesales en dicha instancia. 

20. Demanda y trámite de amparo. En contra de la sentencia anterior, el siete de octubre de dos mil trece,
 **********, ********** y ********** (demandados en el juicio de origen) promovieron juicio de amparo directo a través de su apoderado general para pleitos y cobranzas, en el cual señalaron como derechos transgredidos en su perjuicio los contenidos en los artículos 1, 14, 16 y 17 de la Constitución Federal. El cinco de noviembre de dos mil trece,
 la Presidenta del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Decimonoveno Circuito, admitió el asunto a trámite y lo registró con el número amparo directo 848/2013 civil. Asimismo tuvo como tercero perjudicado a **********. 
21. Sentencia de amparo. Seguido el procedimiento legal, en sesión de trece de febrero de dos mil catorce, el Tribunal del conocimiento dictó sentencia en la que negó a la quejosa la protección constitucional en contra de los actos reclamados a la Primera Sala Colegiada en Materias Civil y Familiar  del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Tamaulipas, con sede en Ciudad Victoria, esto es, la sentencia de once de septiembre de dos mil trece, dictada en el toca **********. 

22. A juicio del órgano colegiado, entre otras cuestiones, no se trasgredieron los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que, opuesto a lo afirmado por la quejosa.
II. INTERPOSICIÓN DEL RECURSO DE REVISIÓN.

23. Recurso de revisión. Inconforme con la sentencia de amparo, la parte quejosa interpuso recurso de revisión, por escrito presentado el dieciocho de marzo de dos mil catorce
 en el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil Administrativa del Décimo Noveno Circuito, el cual fue remitido a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación por la secretaria de acuerdos de dicho Colegiado, mediante oficio ********** de veinticinco de marzo de ese mismo año.
 El escrito de revisión fue recibido en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este Tribunal constitucional, el cuatro de abril de dos mil catorce.
 

24. Trámite ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. El Presidente de esta Suprema Corte, en acuerdo de nueve de abril de dos mil catorce,
 admitió el recurso de revisión con reserva del estudio de importancia y trascendencia, ordenó registrarlo con el número 1376/2014 y requirió al Presidente del Tribunal Colegiado del conocimiento así como de la autoridad responsable para que remitieran a esta Corte los autos del toca de apelación ********** y, finalmente, ordenó su turno al Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, integrante de esta Primera Sala, para la elaboración del proyecto de resolución. 

25. En acuerdo de veintitrés de abril de dos mil catorce,
 el Presidente de la Primera Sala de esta Suprema Corte tuvo por recibidos los autos del juicio de amparo directo en revisión 1376/2014 y se avocó al conocimiento del asunto. Asimismo, en autos de dos y veinte de mayo de dos mil catorce, tuvo por recibidos los autos correspondientes al toca de apelación civil 19/2013 y ordenó su envío al Ministro ponente.  

III. COMPETENCIA

26. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente recurso de revisión, en términos de lo dispuesto por los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Federal; 81, fracción II, 83 y 96 de la Ley de Amparo, vigente a partir del tres de abril de dos mil trece (de ahora en adelante Ley de Amparo), y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como del Punto Primero y Tercero del Acuerdo General Plenario 5/2013, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintiuno de mayo de dos mil trece; atendiendo a que el recurso se interpuso en contra de una sentencia dictada por un Tribunal Colegiado de circuito en un juicio de amparo directo en materia mercantil, lo cual es competencia exclusiva de esta Primera Sala y no es necesaria la intervención del Tribunal Pleno.

27. El presente asunto se rige por la Ley de Amparo vigente, en atención a que la demanda de amparo fue presentada el tres de junio de dos mil trece, es decir, fecha posterior a la emisión de la nueva reglamentación del juicio de amparo; por lo tanto, en términos del artículo Tercero Transitorio del Decreto que publicó la Ley de Amparo,
 el ordenamiento aplicable es la ley reglamentaria vigente, dado que la demanda se presentó después de su publicación, de ahí que en adelante las referencias que se hagan a dicha normatividad se refieren a la legislación en la materia vigente.
IV. OPORTUNIDAD
28. El recurso de revisión se interpuso oportunamente. La sentencia recurrida emitida el trece de febrero de dos mil catorce, se notificó por lista a los quejosos **********, ********** y **********, el seis de marzo de dos mil catorce
, surtiendo sus efectos al día hábil siguiente, es decir el viernes siete de marzo siguiente; por lo que el plazo de diez días que establece el artículo 86 de la Ley de Amparo corrió del lunes diez al lunes veinticuatro de marzo de dos mil catorce, sin contar en dicho cómputo los días ocho, nueve, quince, dieciséis, y diecisiete todos del mes de marzo, por ser sábados y domingos, así como días inhábiles respectivamente, de conformidad con los artículos 19, 22, 31, fracción II, de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

29. En tales condiciones, dado que de autos se desprende que el recurso de revisión se presentó el dieciocho de marzo de dos mil catorce en el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito, resulta notorio que se promovió de manera oportuna.

V. LEGITIMACIÓN
30. Esta Primera Sala considera que el ahora recurrente está legitimado para interponer el presente recurso de revisión, pues queda probado en autos que en el juicio de amparo directo se le reconoció la calidad de parte quejosa; asimismo, el juicio fue promovido a través de su apoderado general para pleitos y cobranzas,
 en la que se señaló como acto reclamado la sentencia definitiva de once de septiembre de dos mil trece, emitida por la Primera Sala Colegiala en Materias Civil Y Familiar Del Supremo Tribunal De Justicia Del Estado De Tamaulipas.
31. Al ser la parte quejosa quien recurre la sentencia que le niega el amparo solicitado, es evidente que es adversa a sus intereses, por lo que si estima que existe un planteamiento de inconstitucionalidad incorrectamente desestimado, tiene legitimación para promover el presente recurso.
VI. ELEMENTOS NECESARIOS PARA RESOLVER
32. En su escrito de demanda, la quejosa hizo valer dos conceptos de violación, los cuales, en síntesis, se refieren a lo siguiente: 

a) Primero: La sentencia reclamada es inconstitucional y viola el en perjuicio de la quejosa su derecho de acceso a la justicia por no estar debidamente fundada ni motivada. De las constancias que obran en autos, se desprende que la parte actora se condujo con mala fe y, sin embargo, la sala responsable sin fundar y motivar la sentencia, la absolvió del pago de costas, con lo que se violaron en su perjuicio diversos criterios jurisprudenciales obligatorios. 

La sala responsable hace inefectivo el derecho de acceso a la justicia de la quejosa por haber decretado la improcedencia de la condena en costas, aun cuando el actor si actuó con temeridad y mala fe, al insistir que se promovió una acción a sabiendas de que ésta era improcedente. 
b) Segundo: Se impugna la constitucionalidad del artículo 1084 del Código de Comercio por considerarlo contrario a los principios de legalidad y seguridad jurídica contenidos en los artículos 1, 16 y 17 de la Constitución Federal y el artículo 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos. Lo anterior, pues el artículo impugnado no establece reglas claras que obliguen al juzgador a condenar en gastos y costas a la parte que, dentro de un juicio mercantil, ejercite una acción a sabiendas de su improcedencia o a quien exija pretensiones sabiendo que son injustas. 

c) El artículo impugnado permite que el juzgador valore de manera subjetiva, si alguna de las partes incurrió o no en mala fe y con base a eso, determine la procedencia o no de la condena en costas, sin fundamentar y motivar esa resolución.

33. En atención a estos argumentos, el tribunal colegiado determinó negar el amparo solicitado y expuso, entre otras cuestiones, las siguientes consideraciones para declarar como inoperantes e infundados los razonamientos de la quejosa:

a) Declaró inoperante la argumentación de la quejosa mediante la cual se duele que en el artículo impugnado no establece que al ejercitarse una pretensión a sabiendas de que es injusta basándose en hechos falsos, debe prever como sanción el pago de gastos y costas, y por el contrario establece tal condena solo cuando existe temeridad y mala fe. 
b) La inoperancia de cuenta radicó en que, a dicho del tribunal colegiado, la quejosa impugnaba una omisión legislativa y por tanto se actualizaba un impedimento técnico para abordar ese planteamiento. Para ello, utilizó de apoyo la tesis aislada P.LXXX/99 del Pleno de esta Suprema Corte de rubro “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y AGRAVIOS EXPRESADOS EN EL AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN. SON INOPERANTES CUANDO EN ELLOS SE IMPUGNA LA OMISIÓN DEL LEGISLADOR ORDINARIO DE EXPEDIR UNA LEY O DE ARMONIZAR UN ORDENAMIENTO A UNA REFORMA CONSTITUCIONAL”.

c) Precisó que de acuerdo con el párrafo primero, fracción II, del artículo 107, constitucional, las sentencias que se dicten en el juicio de amparo únicamente deben ocuparse de los quejosos que lo hubieren solicitado, el cual en caso de otorgarse, se debe limitar al caso especial sobre el que verse la controversia y no pueden tener efectos generales, pues conforme al citado artículo constitucional, en las mismas prevalece el principio de relatividad.
Destacó que en el juicio de amparo directo no es posible impugnar omisiones legislativas, pues de concederse se darían efectos generales a la sentencia de amparo y por ende se emitiría una sentencia contraria a lo establecido en la fracción II, párrafo primero del artículo 107 constitucional. Utilizó por identidad de razón la tesis de esta Suprema Corte de rubro “LEYES, AMPARO CONTRA. ES IMPROCEDENTE AQUEL EN EL QUE SE IMPUGNA LA OMISIÓN DEL LEGISLADOR ORDINARIO DE EXPEDIR UNA LEY O DE ARMONIZAR UN ORDENAMIENTO LEGAL A UNA REFORMA CONSTITUCIONAL”.

d) Sin embargo, reconoció que con base en el contenido de los párrafos segundo y tercero de la fracción II del artículo 107 constitucional, así como en los artículos 231 y 232 de la Ley de Amparo vigente, en el juicio de amparo indirecto en revisión, si existe la posibilidad de declarar la inconstitucionalidad de una ley con efectos generales; ello, mediante el procedimiento específico establecido para la declaratoria general de inconstitucionalidad; lo que se refiere solo a normas existentes y no a omisiones legislativas.

e) Por tanto, confirmó la actualización de un impedimento jurídico para analizar la inconstitucionalidad de la norma por la omisión legislativa planteada. 
f) Por otro lado, declaró infundados los argumentos referentes a que el primer párrafo del artículo 1084 del Código de Comercio es inconstitucional porque no define qué es lo que debe entenderse por temeridad o mala fe. 

g) Determinó que los artículos contenidos en una norma secundaria no pueden considerarse inconstitucionales por imprecisos y por no definir algunos términos empleados en el propio texto. No puede afirmarse que una norma es inconstitucional por incurrir en una deficiencia de definición o irregularidad en su redacción, pues el texto fundamental no condiciona la constitucionalidad de las leyes secundarias al hecho de que describan detalladamente el significado adecuado de los vocablos utilizados en su redacción.  

h) También declaró infundado el concepto de violación segundo mediante el cual los quejosos sostuvieron que el primer párrafo del artículo 1084 del Código de Comercio es inconstitucional porque contempla un criterio subjetivo que otorga al juzgador la potestad de fijar las costas procesales a su libre arbitrio sin que se le exija el deber de fundar y motivar su determinación.
i) El tribunal colegiado partió de la premisa del artículo 17 constitucional mismo que reconoce el derecho de acceso a la justicia el cual a su vez prohíbe las costas judiciales y permite las costas procesales dentro del procedimiento. Esta última obedece a intereses de orden público tutelados por el precepto constitucional en cita, el cual autoriza al legislador a establecer los procedimientos conforme a los que habrá de administrarse justicia, pues asegura que el vencedor de un juicio se vea resarcido por la disminución patrimonial que sufrió al erogar diversas cantidades para el reconocimiento judicial de su derecho cuando su contraparte sostiene una pretensión injusta a sabiendas de que lo es, o si las promociones, pruebas o recursos intentados son inconducentes o en éstos se ha faltado a la verdad, con el deliberado propósito de entorpecer o dilatar el procedimiento.
j) Precisó que el artículo impugnado no es inconstitucional por no establecer que el operador jurídico deberá fundar y motivar la decisión de condena en costas pues el hecho de que el artículo no establezca expresamente dicha cuestión, no libera al juzgador de cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 16 constitucional. 
k) La facultad que la ley otorga al órgano jurisdiccional para que a su libre arbitrio judicial determine si procede condenar en costas, o no hacerlo, permite al juzgador valorar las circunstancias o comportamiento de las partes en el proceso, así como las características del caso, tomando como parámetros para establecer si se procedió o no con temeridad o mala fe, un criterio prudente; es decir, considerando los datos que arrojen las constancias de autos para apreciar la conducta y la lealtad procesal, con lo cual el propio juzgador puede percatarse si el litigante ha hecho promociones inconducentes, ha incurrido en faltas de veracidad o en otros actos semejantes, encaminados a entorpecer o dilatar el procedimiento contrarios a la buena fe.
l) Lo anterior no se traduce en que el artículo impugnado sea contrario a los principios de legalidad y seguridad jurídica contemplados en el artículo 16 constitucional, y que se permita al juzgador emitir una determinación de condena en costas que incumpla con los requisitos de debida fundamentación y motivación que todo acto emitido por una autoridad debe contener.
m) También declaró infundado el argumento referente a que fue incorrecta la determinación de la Sala responsable al absolver a las partes de la condena de costas, dado que, a dicho del quejoso, del caudal probatorio se apreciaba que la parte actora había exigido pretensiones injustas, pues la misma tenía conocimiento de no se le adeudaban. En esencia, determinó que en el caso concreto, la quejosa se limita a exponer que fue improcedente una parte de las prestaciones demandadas por la actora y no explicó cómo quedaba demostrada la procedencia de dicha condena, es decir, de qué forma la parte actora a sabiendas o premeditadamente y con dolo, ejerció la acción de origen teniendo conocimiento que de cualquier forma no iba a proceder su condena. 
Además se tomó en cuenta la determinación del juzgador de que de las constancias que obran en autos no se demostraron conductas que demostraran la temeridad y mala fe de la parte actora. 
34. En su único agravio, la recurrente hace valer, esencialmente, las siguientes líneas argumentativas:

a) Incorrecta declaratoria de inoperancia. El recurrente estima que, de forma incorrecta, el tribunal colegiado declaró como inoperante el argumento en el que se impugnó la constitucionalidad del artículo 1084 del Código de Comercio, por estimar que el legislador federal omitió establecer como causa generadora que debe condenarse en costas a quien promueva una acción injusta a sabiendas de su improcedencia. Ello, pues determinó que el quejoso impugnaba una omisión legislativa y por ende se actualizaba un impedimento técnico para abordar dicho estudio.

Aduce que de conformidad con los párrafos segundo y tercero de la fracción II, del artículo 107 constitucional, la posibilidad de declarar inconstitucional una norma, con efectos generales, aun cuando exista un procedimiento específico, también aplica en un juicio de amparo directo y no únicamente en el amparo indirecto como de forma incorrecta lo estableció el tribunal colegiado. Insiste que si es posible estudiar la constitucionalidad de una norma general en los juicios de amparo directo y no solo en el amparo indirecto. 

b) Omisión de estudio del concepto de violación segundo. El recurrente aduce que el órgano colegiado no estudió el concepto de violación segundo mediante el cual impugnó la constitucionalidad del artículo 1084 del Código de Comercio por estimarlo contrario a los principios de legalidad y seguridad jurídica contemplados en los artículos 14 y 16 constitucionales; para ello, transcribe a la literalidad los cuatro párrafos que conformaron el concepto citado. 

Además, se queja de que el tribunal colegiado haya determinado que el artículo impugnado cumple con los extremos del artículo 17 constitucional que reconoce el derecho de acceso a la justicia, aun cuando dicho precepto no establezca que los juzgadores deben fundar y motivar la determinación de condena en costas. Pues estima que con ello, el órgano colegiado deja en segundo plano la garantía constitucional relativa a que todo acto debe estar debidamente fundado y motivado.

VI. PROCEDENCIA DEL RECURSO
35. De conformidad con el artículo 107, fracción IX, de la Constitución Federal, la procedencia del recurso de revisión contra sentencias dictadas en materia de amparo directo está condicionada a que la resolución del asunto entrañe la fijación de un criterio de importancia y trascendencia, de modo que la segunda instancia se abre sólo por excepción en aquellos casos en los que resulte imprescindible la intervención de este Alto Tribunal.
36. En ese sentido, tras un estudio de la demanda de amparo, la sentencia del Tribunal Colegiado y el recurso de revisión, se considera que el presente asunto satisface los requisitos de procedencia a los que hacen alusión los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Federal y 81, fracción II, de la Ley de Amparo, así como lo establecido en el punto Primero del Acuerdo Número 5/1999 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
37. Lo anterior atiende a que de acuerdo con las normas constitucionales y legales citadas, este Tribunal Constitucional puede conocer de la revisión de un amparo directo cuando, además de acreditarse la oportunidad del recurso y la legitimación del promovente, se cumplan los siguientes requisitos: a) que esté de por medio una cuestión constitucional para la resolución del caso concreto y b) con su estudio esta Suprema Corte fije un criterio de importancia y trascendencia para el ordenamiento jurídico.
38. Una cuestión de constitucionalidad se puede originar por el ejercicio interpretativo de un elemento o norma constitucional para la resolución del caso, entendiéndose con ello no sólo la interpretación de los preceptos de la Constitución Federal, sino de los derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales de los que México es parte de acuerdo a lo previsto en el artículo 1°, párrafo primero, de la propia Constitución Federal.
39. Máxime, que el citado artículo 81, fracción II, de la Ley de Amparo, establece de manera expresa la procedencia del recurso cuando se tenga como parámetro de regularidad constitucional un derecho humano reconocido en un tratado internacional, condicionante que igualmente se desprende de la interpretación sistemática de los citados artículos 1°, párrafo primero, y 107, fracción IX, constitucionales.
40. Por lo tanto, respecto al primer requisito, para que se actualice una cuestión de constitucionalidad para efectos de la procedencia de un recurso de revisión en un juicio de amparo directo, es necesario que en la sentencia recurrida se haya realizado un pronunciamiento sobre la constitucionalidad de normas generales o se establezca la interpretación directa de una norma constitucional o de los derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte o que, habiéndose planteado alguna de esas cuestiones en la demanda de amparo, se haya omitido su estudio en la sentencia recurrida.
41. Por otro lado, en cuanto al segundo requisito, aun cuando exista una cuestión de constitucionalidad, la procedencia del recurso se supedita por mandato constitucional a que se fije un criterio de importancia y trascendencia para el ordenamiento jurídico, a juicio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y conforme a los acuerdos generales que emita el Tribunal Pleno.
42. No se surten los requisitos de importancia y trascendencia cuando exista jurisprudencia sobre la cuestión de constitucionalidad hecha valer en la demanda de amparo, así como cuando no se hayan expresado agravios o, en su caso, éstos resulten ineficaces, inoperantes, inatendibles o insuficientes (y no haya que suplir la deficiencia de la queja); o bien, en casos análogos.

43. Por tanto, las interrogantes a responder para concluir si el presente amparo directo en revisión es procedente de acuerdo a los requisitos anteriores, son las siguientes: 

a) ¿En la demanda de amparo la parte quejosa hizo valer alguna cuestión de constitucionalidad?,  de ser así; 
b) ¿El tribunal colegiado atendió u omitió el estudio de la cuestión de constitucionalidad planteada, a fin de considerar actualizada la cuestión de constitucionalidad en la sentencia recurrida? Y, para verificar la importancia y trascendencia del asunto, como segundo requisito de procedencia; entonces determinar si,´

c) Los agravios de la recurrente atacan debidamente las consideraciones por las cuales el tribunal colegiado consideró inoperantes e infundados los planteamientos de constitucionalidad.

44. Por tanto, para verificar el primer requisito de la procedencia del amparo en revisión, es preciso responder a la primera interrogante relativa a si ¿en la demanda de amparo se planteó una cuestión constitucional?. Al respecto, esta Primera Sala advierte que la respuesta es en sentido positivo, pues la quejosa en sus conceptos de violación impugnó la constitucionalidad del artículo 1084 del Código de Comercio, al estimar, esencialmente, que dicho precepto es contrario a los principios de legalidad y seguridad jurídica contemplados en los artículos 16 y 17 constitucionales, porque no fija reglas claras que obliguen al juzgador a condenar en gastos y costas a quien ejercite una acción a sabiendas de su improcedencia o a quien exija pretensiones sabiendo que son injustas. Además que, dicho precepto establece un criterio subjetivo para la condena de gastos y costas, y no exige a la autoridad jurisdiccional motivar adecuadamente la condena o la absolución de las costas.

45. Del mismo modo se responde la segunda interrogante, referente a si ¿el tribunal colegiado atendió u omitió el estudio de constitucionalidad referido, a fin de considerar actualizada la cuestión de constitucionalidad en la sentencia recurrida? 

46. Pues en el caso, el Tribunal Colegiado omitió parte del estudio de constitucionalidad planteado ya que para responder al argumento de constitucionalidad, calificó los argumentos hechos valer por la quejosa en sus conceptos de violación, como inoperantes e infundados. Por un lado determinó que se actualizaba un impedimento técnico atendiendo a que la quejosa impugnaba una omisión legislativa y, por el otro, calificó como infundados los argumentos que cuestionaban la constitucionalidad del artículo 1084 del Código de Comercio a la luz del derecho de acceso a la justicia.

47. Por último para verificar si se actualiza la procedencia de la revisión del presente amparo directo, es necesario responder a la tercera interrogante planteada relativa a si ¿los agravios de la recurrente atacan debidamente las consideraciones por las cuales el tribunal colegiado estimó, en primer lugar, si se actualizaba un impedimento técnico para abordar el estudio de la omisión legislativa impugnada y por el otro, que eran infundados sus planteamientos de constitucionalidad?
48. Al respecto, esta Primera Sala advierte que, en parte de su línea argumentativa, la recurrente sí ataca una de las razones de la inoperancia decretada por el tribunal colegiado, por lo que indudablemente la revisión es procedente al ser necesario verificar si fue correcto el motivo de inoperancia de acuerdo a las consideraciones de la sentencia recurrida
. Además, se advierte que la recurrente alega que el tribunal colegiado omitió estudiar su segundo concepto de violación en el cual impugnó la constitucionalidad del artículo 1084 del Código de Comercio por considerarlo violatorio del derecho de legalidad y seguridad jurídica. 

VII. ESTUDIO DE FONDO
49. Cuestión previa. Con la finalidad de dar una mayor claridad del presente asunto, esta Primera Sala estima pertinente destacar los siguientes antecedentes: 
50. En la sentencia de primera instancia dictada el treinta y uno de agosto de dos mil doce, dentro del juicio ejecutivo mercantil **********, en el que ********** ejercitó acción cambiaria directa, se condenó a los demandados al pago de la mayoría de los pagarés reclamados; al pago de los intereses moratorios vencidos y por vencerse a razón de la tasa de interés legal, así como al pago de los gastos y costas erogados con motivo de la tramitación del juicio. En contra de lo anterior sendas partes interpusieron recurso de apelación.
51.  El treinta de enero de dos mil trece, la sala responsable dictó una primera resolución en la que se modificó la sentencia apelada y se determinó, en lo que interesa, que en el caso no se surtía el supuesto de la fracción IV, del artículo 1084 del Código de Comercio
, ya que las sentencias dictadas no resultaban conformes de toda conformidad en su parte resolutiva y por ende no debía hacerse especial condena al pago de costas procesales de segunda instancia. La sentencia apelada quedó firme en todas las demás consideraciones. 
52. En contra de dicha resolución, la quejosa promovió un primer amparo en, el que hizo valer dos cuestiones: i. que era procedente condenar al actor al pago de gastos y costas, porque de las actuaciones se desprendía que dicha parte si actuó con temeridad y mala fe; y ii. que, al haber modificado la sentencia en la apelación, era incorrecto que la sala responsable dejara intocada la condena de gastos y costas erogadas en primera instancia. 
53. Al resolver el primer amparo promovido por la hoy quejosa, el Tribunal Colegiado determinó que la primera argumentación era inoperante, por novedosa, al considerar que no había sido hecha valer en los agravios ante la Sala responsable, quedaba fuera de la materia de la litis de su estudio; y respecto a lo segundo, lo declaró esencialmente fundado y concedió el amparo para el efecto que, entre otras cosas, la sala responsable se pronunciara respecto a la condena en gastos y costas en primera instancia, tomando en cuenta la nueva situación jurídica derivada de la condena parcial de las prestaciones reclamadas por el actor.
 
54. En cumplimiento de la ejecutoria anterior, el once de septiembre de dos mil trece, la sala responsable dictó una nueva sentencia en la cual destacó que el artículo 1084 del Código de Comercio, contenía dos supuestos; el primero, relativo a la condena obligatoria cuando la prevenga la ley y, la segunda, que dejaba al prudente arbitrio del juzgador a la luz de la temeridad y la mala fe. Así, la responsable precisó que de un análisis efectuado a las constancias procesales, no advertía que las partes hubieran vulnerado el principio de probidad procesal (temeridad o mala fe) y no hizo especial condena en costas procesales en primera instancia, por lo que cada una de las partes cubriría sus erogaciones. 
55. En contra de la resolución anterior, la quejosa promovió un nuevo juicio de amparo, en el cual, impugnó la constitucionalidad del artículo 1084 del Código de Comercio, en la forma que el precepto le fue aplicado por primera vez en su perjuicio dentro de la sentencia que constituye el acto reclamado en el amparo, motivo por el cual no se advierte que en el caso pueda existir una preclusión en el derecho de la recurrente de formular los argumentos de constitucionalidad
. Una vez destacado lo anterior, se procede al análisis de los agravios planteados. 
56. Análisis de fondo. Esta Primera Sala determina que la materia de estudio de la presente revisión del amparo directo se constriñe a verificar si, por un lado, los argumentos de la quejosa combaten la inoperancia decretada por el tribunal colegiado, al estimar que se actualiza un impedimento técnico para que dicho órgano jurisdiccional aborde el estudio de constitucionalidad planteado; y, por el otro, dilucidar si la línea argumentativa del recurrente es suficiente para revocar las consideraciones del tribunal colegiado mediante las cuales sustentó que el artículo 1084 del Código de Comercio no es contrario a los principios de legalidad y seguridad jurídica. 

57. Pues bien, se advierte que mediante su primera línea argumentativa, la recurrente combate las consideraciones esgrimidas por el tribunal colegiado por las que concluyó que era inoperante el argumento mediante el cual la quejosa adujo que el artículo 1084 del Código de Comercio es inconstitucional, por estimar que el legislador federal omitió establecer como causa generadora que debe condenarse en costas a quien promueva una acción injusta a sabiendas de su improcedencia. Argumento que fue calificado de inoperante en la sentencia recurrida al determinar, el órgano jurisdiccional, que la quejosa impugnaba una omisión legislativa y, en consecuencia, se actualizaba un impedimento técnico para abordar su estudio. 

58. Así, la recurrente aduce que dicha calificativa resulta incorrecta pues de conformidad con los párrafos segundo y tercero de la fracción II, del artículo 107 de la Constitución Federal, la posibilidad de declarar inconstitucional una norma, con efectos generales, aun cuando se contemple un procedimiento específico, también aplica en el juicio de amparo directo y no únicamente en el amparo indirecto, como de forma incorrecta lo estableció el tribunal colegiado. Por ello, insiste que también es posible estudiar la constitucionalidad de una norma general en los juicios de amparo directo. 
59. Sin embargo, esta Primera Sala estima que la argumentación anterior es infundada, puesto que si bien, la constitucionalidad de las normas generales puede ser analizada a través de un juicio de amparo directo; contrario a lo que la misma también afirma, de la sentencia recurrida se advierte que la argumentación del  órgano jurisdiccional—dado el sentido del estudio de ese concepto de violación—, se realizó en el sentido que la declaratoria general de inconstitucionalidad conforme se regula en los párrafos segundo y tercero, de la fracción II, del artículo 107 de la Constitución Federal
, así como en los artículos 231
 y 232
 de la Ley de Amparo vigente, se refiere específicamente al amparo indirecto en revisión, por lo que es infundado que el órgano jurisdiccional afirmara que no era posible estudiar la constitucionalidad de normas generales en un amparo directo, sino que su consideración fue en el sentido de agregar que en todo caso, una declaratoria general de inconstitucionalidad de la norma en amparo, únicamente es susceptible de originarse por la tramitación de un juicio de amparo indirecto, dada la naturaleza de la instancia.
60. Por tanto, si bien como lo aduce la quejosa, en la fracción I del artículo 103 de la Constitución Federal se establece que los Tribunales de la Federación resolverán de las controversias suscitadas por normas generales, actos u omisiones de la autoridad que violen los derechos humanos reconocidos por la propia Constitución, así como de los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; ello no fue materia de pronunciamiento por parte del tribunal colegiado, esto es, de la sentencia recurrida no se aprecia una afirmación en el sentido que es imposible impugnar leyes en el amparo directo.

61. Lo anterior, pues, se insiste, las consideraciones de la sentencia recurrida consistieron en que al haber estimado el tribunal colegiado que se impugnaba una omisión legislativa, a fin de justificar la calificativa de inoperancia, refirió que había un impedimento técnico para acometer el estudio en esos términos planteados, en tanto en el amparo prevalece el principio de relatividad en las sentencias, a lo que agregó, a mayor abundamiento, que en todo caso lo que existe es la posibilidad de una declaratoria general de inconstitucionalidad, pero que dicha declaratoria en todo caso proviene de un amparo en la vía biinstancial.
62. Así, de la lectura de los agravios hechos valer por la recurrente, se advierte que atacan razonamientos relativos a la única posibilidad de estudiar la constitucionalidad de una norma general en el juicio de amparo directo, lo que no fue afirmado en la sentencia recurrida, de ahí que sus agravios para descalificar la inoperancia detectada por el Tribunal Colegiado resulten infundados. 
63. Por tanto, como se adelantó, fue correcta la determinación del tribunal colegiado respecto a que las sentencias que se dicten en el juicio de amparo únicamente deben ocuparse de los quejosos que lo hubieren solicitado, el cual, en caso de otorgarse, se debe limitar al caso concreto sobre el que verse la controversia y no pueden tener efectos generales, pues conforme al citado artículo constitucional, en las mismas prevalece el principio de relatividad. Que además, la declaratoria general de inconstitucionalidad contemplada en los párrafos segundo y tercero, de la fracción II, del artículo 107 de la Constitución Federal, únicamente se refiere al amparo indirecto en revisión.

64. También resulta infundada la argumentación de la recurrente mediante la cual sostiene que contrario a la determinación del tribunal colegiado, ésta no impugnó una omisión legislativa; pues tal se determinó por ese órgano colegiado del conocimiento, máxime que de la demanda de amparo se advierte que la misma impugnó la constitucionalidad del artículo 1084 del Código de Comercio porque no contiene reglas claras de lo que debe considerarse como temeridad y mala fe, y porque el mismo no establece que debe condenarse en costas a quien promueva una acción a sabiendas de su improcedencia. 

65. Argumentación infundada pues, tal como lo determinó el tribunal colegiado, en términos del artículo 73, fracción XVIII, de la Ley de Amparo, en relación con el artículo 107, fracción II, párrafo primero, de la Constitución Federal, es improcedente el juicio de amparo contra una omisión legislativa, pues de concederse la protección constitucional a la quejosa, el efecto sería obligar a la autoridad legislativa a reparar la omisión, dando efectos generales a la ejecutoria, lo cual implicaría la creación de una ley, que constituye una prescripción general, abstracta y permanente, que vincularía no sólo a la promovente del amparo y a las autoridades señaladas como responsables, sino a todos los gobernados y autoridades cuya actuación tuviera relación con la norma creada.

66. Por otro lado, esta Primera Sala estima que no le asiste la razón a la recurrente respecto a que el tribunal colegiado omitió estudiar el concepto de violación segundo, en el que se adujo que el artículo 1084 del Código de Comercio es contrario a los principios de legalidad y seguridad jurídica contemplados en los artículos 14 y 16 constitucionales así como al 25 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, porque estima que permite que el juzgador, de manera subjetiva, determine la procedencia de la condena en costas, sin que mediante dicho artículo se le exija la debida fundamentación y motivación de la condena o absolución respectiva. 
67. El argumento es infundado porque contrario a lo que aduce la recurrente, de la sentencia recurrida se desprende que el órgano jurisdiccional si emprendió el estudio de dicho concepto de violación. 

68. En efecto, de la resolución en estudio se desprende que el órgano jurisdiccional calificó de infundado dicho concepto de violación y determinó que contrario a la argumentación de la quejosa, el artículo impugnado no vulnera las garantías de legalidad y seguridad jurídica. Para ello, el órgano jurisdiccional partió de la premisa de que el fundamento constitucional de la potestad conferida por el legislador federal, para que al juzgador valore en cada caso si existió temeridad o mala fe, es el párrafo segundo del artículo 17 constitucional, que consagra el derecho de acceso a la justicia. 
69. A su vez, esta Primera Sala advierte que en la sentencia recurrida se precisó que la condena en costas del artículo impugnado no tiene fines represivos, ni resulta de una decisión arbitraria del legislador carente de un motivo constitucionalmente protegido, pues obedece a intereses de orden público tutelados por el artículo 17 constitucional, que autoriza al legislador a establecer los procedimientos conforme a los cuales habrá de administrarse justicia. 
70. Así, el tribunal colegiado concluyó que la facultad que la ley otorga al órgano jurisdiccional para que a su libre arbitrio judicial determine si procede condenar en costas, o no hacerlo, es de efectiva aplicación, ya que le permite al juzgador valorar las circunstancias o comportamiento de las partes en el proceso, así como las características del caso, tomando como parámetros para establecer si se procedió o no con temeridad o mala fe, un criterio prudente. Es decir, considerando los datos que arrojen las constancias de autos para apreciar la conducta y la lealtad procesal, con lo cual el propio juzgador puede percatarse si el litigante ha hecho promociones inconducentes, ha incurrido en faltas de veracidad o en otros actos semejantes, encaminados a entorpecer o dilatar el procedimiento contrarios a la buena fe.
71. Además reconoció que si bien la apreciación por el órgano jurisdiccional implica el ejercicio de facultades discrecionales apoyadas en el prudente arbitrio del juzgador, ello no significa que las mismas queden relevadas de la obligación constitucional contenida en el artículo 16 constitucional, referente a que todo acto de autoridad debe estar debidamente fundado y motivado. 
72. Y concluyó que, contrario a lo alegado por la quejosa, independientemente de que el artículo impugnado no establezca la obligación de fundamentar y motivar, la autoridad jurisdiccional, al emitir la decisión, debe cumplir con el artículo 16 constitucional mediante la fundamentación y motivación de la decisión de condenar o no condenar en costas a alguna de las partes.
73. Argumentos que reiteran los razonamientos que respecto al tema de costas esta Primera Sala ha emitido, en las cuales se ha dicho que la condena al pago de costas prevista en el artículo 1084 del Código de Comercio, que se encuentra condicionada a la existencia de mala fe o temeridad por parte del litigante que se inconforma con una sentencia de primer grado, no limita la garantía de acceso a la justicia contenida en el artículo 17 de la Constitución Federal, pues no impide que los gobernados acudan a los tribunales solicitando que se les administre justicia, ni que éstos la impartan; además, su finalidad no es intimidar a los posibles recurrentes que, haciendo uso de los medios de defensa legales, puesto que pueden impugnar una sentencia de primera instancia, además que el citado artículo 17 constitucional prevé que la administración e impartición de justicia debe darse en los plazos y términos que fijen las leyes, lo cual implica que éstos se fijen por el legislador ordinario en uso de su libertad de configuración, siempre y cuando cumplan con lo dispuesto por la Constitución Federal.

74. Asimismo, se ha reconocido que el legislador, haciendo uso de esa libertad configurativa, en el artículo 1084 del Código de Comercio estableció dos sistemas para la condena en costas, uno subjetivo, aplicable cuando a criterio del juzgador alguna de las partes se ha conducido con temeridad y mala fe y otro objetivo, que no deja a criterio del juzgador esa condena, sino que ésta resulta obligatoria cuando se actualiza alguna de las hipótesis previstas en la sus fracciones. 

75. Así, se insiste, es criterio de esta Primera Sala, que el hecho de que la condena al pago de costas no se encuentre condicionada a consideración judicial, respecto a la existencia de mala fe o temeridad por parte del litigante que acude al aparato jurisdiccional para la determinación de sus derechos y obligaciones, no resulta violatoria de la tutela judicial, pues no impide que los gobernados acudan a los tribunales solicitando que se les administre justicia, ni que éstos la impartan, ni mucho menos implica una violación a la garantía de legalidad.

76.  Por tanto se considera infundada la argumentación de la recurrente referente a que el artículo impugnado incumple con los extremos del artículo 17 constitucional respecto al derecho de acceso a la justicia, aun cuando dicho precepto no establezca que los juzgadores deben fundar y motivar la determinación de condena en costas.  

77. Ello es así, pues como ya se dijo, el argumento del colegiado referente a que el artículo 1084 del Código de Comercio cumple con los requisitos del artículo 17 constitucional es correcto, aun cuando el precepto no establezca que los juzgadores deban fundar y motivar las determinaciones de condena o absolución en costas, pues además no fue una consideración aislada en tanto que el tribunal colegiado sostuvo dicha afirmación porque estimó, esencialmente, que el hecho de que el artículo impugnado no contemplara expresamente la obligación de fundamentar la condena en costas, no releva al operador jurídico de la obligación contenida en el diverso artículo 16 constitucional, referente a que todo acto de autoridad debe estar debidamente fundado y motivado. Por esa razón, afirmó que el precepto impugnado no puede ser inconstitucional solo porque en su contenido no prevé que la condena o absolución de las costas deba estar fundada y motivada.

78. Para lo cual, es conveniente agregar que también es criterio de esta Primera Sala que el juzgador, al imponer una condena en costas por temeridad o mala fe, debe tomar en cuenta tanto el criterio objetivo derivado de la actualización de los supuestos específicos previstos en la ley, como el subjetivo, que deriva de la valoración de la conducta que hayan tenido las partes durante el juicio, para determinar si debe haber alguna compensación en costas a cargo de la demandada, en caso de que el juzgador considere que se condujo con temeridad o mala fe, pues sólo de esta manera se respeta el principio de igualdad y el equilibrio procesal entre las partes, ya que es posible afirmar que la interposición de recursos frívolos o improcedentes, o la realización de actuaciones procesales que únicamente tienen por objeto retardar el procedimiento, caben dentro de la acepción de mala fe, puesto que están dirigidos a retrasar la solución de una controversia en cuya resolución tiene interés la contraparte.

79. Por las consideraciones relatadas en párrafos precedentes, dado lo infundado de los agravios de la recurrente, esta Primera Sala estima que en la materia de la revisión debe confirmarse la sentencia recurrida y negar el amparo solicitado por la quejosa recurrente.
IX. DECISIÓN
80. En atención a las consideraciones anteriores, no obstante al haber resultado procedente la presente revisión se concluye que al resultar infundados los agravios formulados en la revisión, debe resolverse en el sentido de confirmar la sentencia recurrida y negar el amparo a la quejosa, por las razones antes expuestas.

81. En conclusión, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,

R E S U E L V E:
PRIMERO. En la materia de la revisión se confirma la sentencia recurrida.
SEGUNDO. La justicia de la unión no ampara ni protege a ********** en contra de la sentencia de veinte de junio de dos mil catorce, dictada por la Primera Sala Colegiada en Materias Civil y Familiar del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Tamaulipas en el toca de apelación ********** y su ejecución. 

Notifíquese; con testimonio de esta ejecutoria, devuélvanse los autos relativos al lugar de su origen y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido.
� A través de su  apoderado general para pleitos y cobranzas.


� Ibídem. 


� Cabe precisar que el auto que se les había notificado era el referente a la admisión del incidente de nulidad de notificaciones y no de la demanda promovida en su contra. 


� Por conducto de su apoderado general para pleitos y cobranzas y actos de administración de ambos demandados. 


� Por conducto de sus apoderados generales para pleitos y cobranzas y actos de administración.


�  Como se desprende del sello estampado a foja 37 del juicio de amparo.


� Acuerdo consultable de la foja 42 a la 44 del expediente de amparo. 


� Sentencia glosada a fojas de la 82 a la 167 del expediente de amparo.


� Como se desprende del sello estampado en la hoja 8 vuelta del toca. 


� Oficio consultable a foja 2 del toca.  


� Como se desprende del sello estampado en la foja 2 vuelta del toca. 


� Consultable de la foja 36 a la 38 del presente toca de revisión en amparo directo.


� Acuerdo consultable a foja 95 del presente toca de revisión en amparo directo.


� Publicado el dos de abril de ese mismo año en el Diario Oficial de la Federación.


� Lo anterior como se desprende de la foja 87 del expediente de amparo. 


� Como se desprende del sello estampado a foja 8 vuelta del presente toca de revisión en amparo directo.


� Personalidad reconocida en términos de lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Amparo, como se desprende del acuerdo de admisión de demanda de 5 de noviembre de 2013, glosado a fojas de la 42 a la 44 del juicio de amparo, en el cual a su vez se especifica que se acreditaba la personalidad del promovente en términos de la sentencia de 30 de enero de 2013, visible a foja 950 y vuelta del juicio ejecutivo mercantil 296/2012.


� Lo anterior, con apoyo del amparo en revisión 36/99, del Pleno de esta Suprema Corte y en la  jurisprudencia 1a./J. 83/2004, de rubro “LEYES. SU INCONSTITUCIONALIDAD NO PUEDE DERIVAR EXCLUSIVAMENTE DE LA FALTA DE DEFINICIÓN DE LOS VOCABLPS O LOCUCIONES UTILIZADOS POR EL LEGISLADOR”.


� De conformidad con la fracción II del punto Primero del Acuerdo número 5/1999 supra citado. 


� Resulta aplicable Tesis: 1a./J. 48/2014 (10a.)  De rubro y texto: REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. SU PROCEDENCIA (INTERPRETACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA P./J. 26/2009). De la interpretación de dicha jurisprudencia sostenida por el Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, mayo de 2009, página 6, de rubro: "REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. PROCEDE CUANDO EL TRIBUNAL COLEGIADO OMITE REALIZAR EL ANÁLISIS DE LA CUESTIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD PLANTEADA EN LA DEMANDA POR CALIFICAR DE INOPERANTE, INSUFICIENTE O INATENDIBLE EL CONCEPTO DE VIOLACIÓN RELATIVO.", deriva que para determinar si procede el recurso de revisión en amparo directo es necesario analizar si la inoperancia declarada por el tribunal colegiado de circuito fue correcta, para lo cual el agravio expresado debe estar encaminado a desvirtuar tal situación. Por tanto, no basta que en la sentencia impugnada se haya declarado inoperante, insuficiente o inatendible determinado concepto de violación para que proceda el citado recurso, sino que es menester esgrimir argumentos tendentes a desvirtuar dicha declaratoria, pues en caso contrario dicho agravio es inoperante y, por ende, debe desecharse el recurso intentado. Época: Décima Época Registro: 2006594 Instancia: Primera Sala Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 7, Junio de 2014, Tomo I Materia(s): Común Página: 287





� Sirve de apoyo para lo anterior, la tesis de jurisprudencia P./J. 26/2009, del Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro 167180. Novena Época. Consultable en el Semanario Judicial de la Federación Tomo XXIX, (Mayo de 2009), página 6, de rubro y texto siguiente. “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. PROCEDE CUANDO EL TRIBUNAL COLEGIADO OMITE REALIZAR EL ANÁLISIS DE LA CUESTIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD PLANTEADA EN LA DEMANDA POR CALIFICAR DE INOPERANTE, INSUFICIENTE O INATENDIBLE EL CONCEPTO DE VIOLACIÓN RELATIVO. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 107, fracción IX constitucional, 83, fracción V, 91, fracción I y 93 de la Ley de Amparo, y 10, fracción III, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como órgano terminal en materia de constitucionalidad de leyes, está facultada para conocer del recurso de revisión contra sentencias que en amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, cuando en la demanda de amparo se haya planteado la inconstitucionalidad de una ley o la interpretación directa de un precepto de la Constitución, que pudiera derivar en un criterio de importancia y trascendencia, y en la resolución se haya omitido su estudio. Esta última hipótesis incluye el supuesto en el que el motivo de la falta de estudio del concepto de violación, en el que se efectuó un planteamiento de constitucionalidad derivó de la calificativa de inoperancia, insuficiencia o ineficacia efectuada por el órgano colegiado, porque aun cuando previo al estudio del planteamiento de constitucionalidad se tuviera que analizar una cuestión de legalidad -como es lo fundado o infundado de la apreciación del órgano colegiado-, lo cierto es que ello conlleva a un estudio que puede trascender directa o indirectamente a la materia de constitucionalidad introducida en los conceptos de violación. Así, una cuestión técnica no podría limitar la potestad otorgada a este Alto Tribunal por el artículo 107, fracción IX, de la Carta Magna para analizar las cuestiones de constitucionalidad que pudieran derivar en un criterio de importancia y trascendencia”.








Artículo. 1084. La condenación en costas se hará cuando así lo prevenga la ley, ó cuando a juicio del juez se haya procedido con temeridad o mala fe.


Siempre serán condenados:


I. El que ninguna prueba rinda para justificar su acción ó su excepción, si se funda en hechos disputados;


II. El que presentase instrumentos ó documentos falsos, ó testigos falsos ó sobornados;


III. El que fuese condenado en juicio ejecutivo y el que lo intente si no obtiene sentencia favorable. En este caso la condenación se hará en la primera instancia, observándose en la segunda lo dispuesto en la fracción siguiente;


 (REFORMADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996)


IV. El que fuere condenado por dos sentencias conformes de toda conformidad en su parte resolutiva, sin tomar en cuenta la declaración sobre costas. En este caso, la condenación comprenderá las costas de ambas instancias, y


(ADICIONADA, D.O.F. 24 DE MAYO DE 1996)V. El que intente acciones o haga valer cualquier tipo de defensas o excepciones improcedentes o interponga recursos o incidentes de este tipo a quien no solamente se le condenará respecto de estas acciones, defensas, excepciones, recursos o incidentes improcedentes, sino de las excepciones procesales que sean inoperantes.� 





� Los puntos resolutivos fueron del tenor siguiente: 1) Deje insubsistente la sentencia reclamada.2). En su lugar, dicte otra en la que 2.1). Reitere las consideraciones respecto de las cuales este Tribunal Colegiado ha considerado que son infundados e inoperante los conceptos de violación esgrimidos por la parte quejosa. 2.2). Se pronuncie respecto a la condena de gastos y costas erogados en primera instancia tomando en cuenta la nueva situación jurídica derivada de la condena parcial de las prestaciones reclamadas por el actor.3). Lo establecido en el inciso 2.2), deberá realizarlo con libertad de jurisdicción.





� Tiene aplicación la jurisprudencia P./J. 2/2013 (10a.), del Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, Décima Época, con número de Registro 2002704. Consultable en el Semanario Judicial de la Federación. Libro XVII, (Febrero de 2013), Tomo 1. Página: 6 





“AMPARO DIRECTO. SON INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN QUE PLANTEAN LA INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA LEY QUE PUDO IMPUGNARSE EN UN JUICIO DE AMPARO ANTERIOR PROMOVIDO POR EL MISMO QUEJOSO, Y QUE DERIVAN DE LA MISMA SECUELA PROCESAL. La circunstancia de que la causa de improcedencia prevista en el artículo 73, fracción XII, de la Ley de Amparo, se edifique en aspectos que rigen sólo para el juicio de amparo indirecto y que son incompatibles con el directo -por lo que cuando en esta vía se controvierta la regularidad constitucional de una disposición legal, al no reclamarse como acto destacado, no puede determinarse que debe constreñirse al primer acto de aplicación en perjuicio del gobernado, sino que puede tratarse de ulteriores actos de aplicación-, no implica que los quejosos no deban atender a las reglas de la litis y a los principios procesales que rigen en el juicio de amparo directo, como es la institución jurídica de la preclusión, que implica la pérdida de un derecho procesal por no haberse ejercitado oportunamente. Por consiguiente, cuando la norma que se pretende impugnar en una demanda de amparo directo se aplicó en diversos actos que tienen una misma secuela procesal, es decir, que derivan de un procedimiento común, y el quejoso promovió con anterioridad un juicio de amparo sin cuestionar la regularidad constitucional de la norma aplicada desde el primer acto reclamado, es evidente que ya no está facultado para hacer valer dicha cuestión en el juicio de amparo que promueva con posterioridad, y no porque haya consentido la disposición legal relativa, al no tener aplicación ese criterio en el amparo uniinstancial, sino porque en virtud de la figura jurídica de la preclusión perdió el derecho de impugnar la constitucionalidad de la norma al no haberlo deducido en el momento procesal oportuno, habida cuenta que la cuestión de constitucionalidad no formó parte de la litis del amparo anterior, por lo que no puede examinarse por el tribunal de amparo, toda vez que precluyó su derecho para introducir argumentos novedosos por más que versen sobre cuestiones de constitucionalidad.”





Contradicción de tesis 58/2011. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 22 de noviembre de 2012. Mayoría de nueve votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Gabriel Regis López.





El Tribunal Pleno, el catorce de febrero en curso, aprobó, con el número 2/2013 (10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a catorce de febrero de dos mil trece.





� Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excepción de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes: (…)





II. Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los quejosos que lo hubieren solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda.





Cuando en los juicios de amparo indirecto en revisión se resuelva la inconstitucionalidad de una norma general por segunda ocasión consecutiva, la Suprema Corte de Justicia de la Nación lo informará a la autoridad emisora correspondiente.





Cuando los órganos del Poder Judicial de la Federación establezcan jurisprudencia por reiteración en la cual se determine la inconstitucionalidad de una norma general, la Suprema Corte de Justicia de la Nación lo notificará a la autoridad emisora. Transcurrido el plazo de 90 días naturales sin que se supere el problema de inconstitucionalidad, la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitirá, siempre que fuere aprobada por una mayoría de cuando menos ocho votos, la declaratoria general de inconstitucionalidad, en la cual se fijarán sus alcances y condiciones en los términos de la ley reglamentaria.





� Artículo 231. Cuando las salas o el pleno de la Suprema Corte de Justicia, en los juicios de amparo indirecto en revisión, resuelvan la inconstitucionalidad de una norma general por segunda ocasión consecutiva, en una o en distintas sesiones, el presidente de la sala respectiva o de la Suprema Corte de Justicia de la Nación lo informará a la autoridad emisora de la norma





Lo dispuesto en el presente capítulo no será aplicable a normas en materia tributaria 





� Artículo 232. Cuando el pleno o las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los juicios de amparo indirecto en revisión, establezcan jurisprudencia por reiteración, en la cual se determine la inconstitucionalidad de la misma norma general, se procederá a la notificación a que se refiere el tercer párrafo de la fracción II del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.163 





� Sirve de apoyo para lo anterior el criterio contenido en la tesis 2a. VIII/2013 (10a.), de la Segunda Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, que esta Primera Sala comparte, con número de registro 2002843. Décima Época. Consultable en el Semanario Judicial de la Federación. Tomo 2.  Libro XVII, (febrero de 2013), Página: 1164, de rubro y texto siguiente “OMISIÓN LEGISLATIVA. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO EN SU CONTRA, CONFORME AL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XVIII, DE LA LEY DE LA MATERIA, EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN II, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. El precepto constitucional citado, reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 2011, dispone que las sentencias pronunciadas en el juicio de amparo sólo se ocuparán de los quejosos que lo hubieren solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, de donde deriva que respecto de dichas sentencias aún prevalece el principio de relatividad, dado que no pueden tener efectos generales. En congruencia con lo anterior, en términos del artículo 73, fracción XVIII, de la Ley de Amparo, en relación con el artículo 107, fracción II, párrafo primero, de la Constitución Federal, es improcedente el juicio de amparo contra una omisión legislativa, pues de concederse la protección constitucional al quejoso, el efecto sería obligar a la autoridad legislativa a reparar la omisión, dando efectos generales a la ejecutoria, lo cual implicaría la creación de una ley, que constituye una prescripción general, abstracta y permanente, que vincularía no sólo al promovente del amparo y a las autoridades señaladas como responsables, sino a todos los gobernados y autoridades cuya actuación tuviera relación con la norma creada. No es obstáculo a lo anterior, la circunstancia de que el artículo 107, fracción II, párrafos segundo y tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establezca la posibilidad de declarar la inconstitucionalidad de una norma con efectos generales, toda vez que esa declaración debe emitirse en un procedimiento específico por parte de este Alto Tribunal, sin que sea posible adoptar una decisión de tal naturaleza en un caso concreto; máxime que el procedimiento para la declaratoria general de una norma se refiere a normas existentes y no a omisiones legislativas. Por otra parte, tampoco es obstáculo que el artículo 103, fracción I, constitucional, establezca que los Tribunales de la Federación conocerán de toda controversia suscitada por normas generales, actos u omisiones de la autoridad que violen los derechos humanos, ya que dicho precepto no contempla la posibilidad de que puedan reclamarse omisiones legislativas, dado que opera la limitante prevista en el referido artículo 107, fracción II, párrafo primero, en el sentido de que las sentencias dictadas en el juicio de amparo no pueden tener efectos generales.





Amparo en revisión 588/2012. **********. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Juan Pablo Gómez Fierro.





Asimismo, cobra aplicación la tesis aislada P. CLXVIII/97 del Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, con número de registro 197222. Novena época. Consultable en el Semanario Judicial de la Federación. Tomo VI, (Diciembre de 1997). Página 180, de rubro y texto siguiente  “LEYES, AMPARO CONTRA. ES IMPROCEDENTE AQUEL EN QUE SE IMPUGNA LA OMISIÓN DEL LEGISLADOR ORDINARIO DE EXPEDIR UNA LEY O DE ARMONIZAR UN ORDENAMIENTO LEGAL A UNA REFORMA CONSTITUCIONAL. Respecto de la omisión del legislador ordinario de dar cumplimiento al mandato constitucional de expedir determinada ley o de reformar la existente en armonía con las disposiciones fundamentales, es improcedente el juicio de garantías, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 73, fracción XVIII, de la Ley de Amparo, en relación con lo establecido en los artículos 107, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 76 de la citada legislación ordinaria, en virtud de que, según el principio de relatividad que rige en el juicio de amparo, la sentencia que en éste se dicte será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare, lo que impide que una hipotética concesión de la protección federal reporte algún beneficio al quejoso, dado que no puede obligarse a la autoridad legislativa a reparar esa omisión, es decir, a legislar, pues esto sería tanto como pretender dar efectos generales a la ejecutoria, ya que la reparación constitucional implicaría la creación de una ley que es una regla de carácter general, abstracta y permanente, la que vincularía no sólo al peticionario de garantías y a las autoridades señaladas como responsables, sino a todos los gobernados y autoridades cuya actuación tuviera relación con la norma creada, lo que es inconcuso resultaría apartado del principio de relatividad enunciado.





Amparo en revisión 961/97. **********. 21 de octubre de 1997. Once votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Armando Cortés Galván.


El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el once de noviembre en curso, aprobó, con el número CLXVIII/1997, la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencial. México, Distrito Federal, a once de noviembre de mil novecientos noventa y siete.


�Tal como se desprende de la foja 146 vuelta a la 153 del expediente del juicio de amparo. 





� Cfr. Tesis 1a. LXV/2015 de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con número de registro 2008489. Décima Época: Consultable en el Semanario Judicial de la Federación. Libro 15, (Febrero de 2015), Tomo II. Página: 1386, de rubro y texto: “COSTAS EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. EL ARTÍCULO 1084, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, QUE PREVÉ SU CONDENA, NO VULNERA EL DERECHO DE ACCESO A LA JURISDICCIÓN. La condena en costas prevista en el artículo y fracción citados, sólo se dirige a las partes que intervienen en un juicio ejecutivo mercantil, cuya racionalidad descansa en que ese tipo de juicios, de conformidad con el numeral 1391 del Código de Comercio, deben fundarse necesariamente en un documento que traiga aparejada ejecución, por lo que no se trata de procesos de cognición, pues el demandante únicamente busca la realización del crédito que se encuentra en el título que le sirve de base a ese juicio y no necesita que en el proceso se declare su derecho, porque éste ya está reconocido de antemano, al surtirse los requisitos que la ley prevé para asignarle la calidad de ejecutivo a un determinado documento. Por este motivo, en la fase inicial del proceso, se realiza la ejecución, incluso antes del emplazamiento, y si posteriormente la pretensión es desestimada, ya sea porque el título fundatorio de ese proceso no tenía en realidad la cualidad de ejecutivo, o bien, porque el ejecutado demostró alguna de las excepciones hechas valer, por ejemplo, el pago, y ante tal situación queda visto que el supuesto ejecutado fue injustificadamente llamado a juicio, entonces, las costas deberán correr a cargo de quien efectuó ese llamamiento y ocasionó las molestias derivadas del embargo y demás medidas que pudieron haberse decretado. Por otra parte, en el caso de que el juzgador acoja la pretensión del ejecutante, se pondría en evidencia que el demandado forzó a su contraparte a acudir a las autoridades jurisdiccionales, cuando ya tenía un derecho preconstituido, cuyo pago debió verificarse sin necesidad de activar la maquinaria judicial. De ahí que el artículo 1084, fracción III, del Código de Comercio, que prevé la condena de costas en el juicio ejecutivo mercantil, no impide a las partes acudir ante el órgano jurisdiccional a deducir sus derechos y, por ende, no vulnera el derecho de acceso a la jurisdicción contenido en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y sí, por el contrario, la racionalidad de tal disposición es acorde con la finalidad expresada por el legislador, al exponer los motivos que generaron la reforma publicada el 24 de mayo de 1996 en el Diario Oficial de la Federación, en la que, si bien la fracción III referida no se reformó, el órgano legislativo sí estimó necesario incorporar la fracción V, con la precisión de que la condena en costas tenía como finalidad prever fórmulas para desalentar demandas o defensas improcedentes.





� Tesis 1a. CXII/2012, de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con número de registro 2000973. Décima Época. Consultable en el  Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro IX, (junio de 2012), Tomo 1. Página: 256,  de rubro y texto siguiente: COSTAS. LA CONDENA EN TAL CONCEPTO QUE ESTABLECEN DIVERSAS LEGISLACIONES, SIN CONDICIONARLA A LA EXISTENCIA DE MALA FE O TEMERIDAD DEL LITIGANTE, NO LIMITA LA GARANTÍA DE ACCESO A LA JUSTICIA. El hecho de que la condena al pago de costas no se encuentre condicionada a la existencia de mala fe o temeridad por parte del litigante que se inconforma con una sentencia de primer grado, no limita la garantía de acceso a la justicia contenida en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues no impide que los gobernados acudan a los tribunales solicitando que se les administre justicia, ni que éstos la impartan; además, la finalidad de este tipo de condena es asegurar a quien acudió a juicio a defender un derecho, respecto del cual su contraparte no logró demostrar todas sus pretensiones, ni aun apelando, que le fueran resarcidas las erogaciones causadas en un juicio que se vio forzado a seguir en dos instancias y no provocar la abstención de los posibles recurrentes que, teniendo a su alcance los medios de defensa legales, puedan impugnar una sentencia de primera instancia, pues el citado artículo 17 constitucional prevé que la administración e impartición de justicia debe darse en los plazos y términos que fijen las leyes, lo cual implica que éstos se fijen por el legislador ordinario en uso de su libertad de configuración, con tal de que lo establecido al respecto tenga un fin constitucionalmente válido. Así, el legislador, haciendo uso de esa libertad, ha establecido dos sistemas para la condena en costas, uno subjetivo, aplicable cuando a criterio del juzgador alguna de las partes se ha conducido con temeridad y mala fe y otro objetivo, que no deja a criterio del juzgador esa condena, sino que ésta resulta obligatoria cuando se actualiza alguna de las hipótesis previstas en la ley; es claro que si para la condena basta que el actor no obtenga sentencia favorable en alguna de las prestaciones reclamadas, excepto en costas, y que dicha determinación sea confirmada en alzada, es porque se basa en el sistema objetivo, lo cual no transgrede la citada garantía





� Cfr. Tesis aislada 1a. CLXXXVIII/2012 de la de Primera Sala  de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, con número de registro 2001601. Décima época. Consultable en el  Semanario Judicial de la Federación Libro XII, (Septiembre de 2012), Tomo 1. Página 497, de rubro y texto siguiente: CONDENA EN COSTAS. EL ARTÍCULO 140 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, PREVÉ DOS SISTEMAS PARA SU PROCEDENCIA, UNO SUBJETIVO Y UNO OBJETIVO. El artículo 17 constitucional prevé que la administración e impartición de justicia debe realizarse en los plazos y términos que fijen las leyes, lo cual implica que éstos se determinen por el legislador ordinario en uso de su libertad de configuración prescriptiva, siempre y cuando las normas que emita cumplan con lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En ese sentido, el legislador, haciendo uso de esa libertad, estableció en el artículo 140 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal dos sistemas para la condena en costas: uno subjetivo, aplicable cuando a criterio del juzgador alguna de las partes se ha conducido con temeridad y mala fe durante el procedimiento; y otro objetivo, que no deja a criterio del juzgador esa condena, sino que obliga a condenar al pago de ellas cuando se actualiza alguna de las hipótesis previstas en sus fracciones. Consecuentemente, el hecho de que la condena al pago de costas no se encuentre condicionada a consideración judicial respecto a la existencia de mala fe o temeridad por parte del litigante que acude al aparato jurisdiccional para la determinación de sus derechos y obligaciones, no impide que los gobernados acudan a los tribunales solicitando que se les administre justicia, ni que éstos la impartan, ni mucho menos implica una violación a la garantía de legalidad. En este sentido, el sistema objetivo para la condena en costas parte de una presunción que no admite prueba en contrario respecto a la temeridad o mala fe de los litigantes, sin que el arbitrio judicial tenga mayor incidencia que la certificación de que uno de los supuestos normativos se ha actualizado. Al respecto, es importante destacar que la finalidad de la norma en comento es asegurar que al demandado -no- condenado le sean resarcidas las erogaciones causadas por un juicio en el cual se vio forzado a participar, como consecuencia de la interposición de una acción que no cumplió con uno de los requisitos de procedibilidad de la misma.





Amparo directo 8/2012. **********. y otros. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.





Asimismo, tiene aplicación la tesis aislada  1a. XV/2011 de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con número de registro 2000075,  de la Décima Época, consultable en el Semanario Judicial de la Federación, Libro IV, (Enero de 2012), Tomo 3. Página: 2904, de rubro y texto siguiente: “COSTAS. LA CONDENA QUE EN TAL CONCEPTO ESTABLECE EL ARTÍCULO 140, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, SIN CONDICIONARLA A LA EXISTENCIA DE MALA FE O TEMERIDAD DEL LITIGANTE, NO LIMITA LA GARANTÍA DE ACCESO A LA JUSTICIA. El hecho de que la condena al pago de costas prevista en el indicado precepto legal, no se encuentre condicionada a la existencia de mala fe o temeridad por parte del litigante que se inconforma con una sentencia de primer grado, no limita la garantía de acceso a la justicia contenida en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues no impide que los gobernados acudan a los tribunales solicitando que se les administre justicia, ni que éstos la impartan; además, su finalidad no es intimidar a los posibles recurrentes que, haciendo uso de los medios de defensa legales, pueden impugnar una sentencia de primera instancia, pues el citado artículo 17 constitucional prevé que la administración e impartición de justicia debe darse en los plazos y términos que fijen las leyes, lo cual implica que éstos se fijen por el legislador ordinario en uso de su libertad de configuración, con tal de que lo establecido al respecto tenga un fin constitucionalmente válido. De ahí que si el legislador, haciendo uso de esa libertad, estableció en el artículo 140 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal dos sistemas para la condena en costas, uno subjetivo, aplicable cuando a criterio del juzgador alguna de las partes se ha conducido con temeridad y mala fe durante el procedimiento, y otro objetivo, que no deja a criterio del juzgador esa condena, sino que obliga a condenar al pago de ellas cuando se actualiza alguna de las hipótesis previstas en sus fracciones, es claro que si para la condena establecida en la fracción IV basta la existencia de dos sentencias conformes de toda conformidad en su parte resolutiva sin tomar en cuenta la declaración sobre costas, es porque se basa en el sistema objetivo, lo cual no transgrede la citada garantía, pues la finalidad del legislador al establecer esa condena no fue intimidar al recurrente, sino asegurar que al vencedor le fueran resarcidas las erogaciones causadas en un juicio que se vio forzado a seguir en dos instancias.





Amparo directo en revisión 1994/2011. ********** 4 de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez.








� Resulta aplicable la tesis 1a. LXXV/2014, de la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, con número de registro 2005805, de la Décima Época, consultable en el Semanario Judicial de la Federación, Libro 4, Marzo de 2014, Tomo I, Página: 535  COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 1076, FRACCIÓN VIII, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, CON EL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. El citado precepto legal prevé que las costas serán a cargo del actor, cuando se decrete la caducidad del juicio en primera instancia; en la segunda, serán a cargo del apelante, y sólo prevé la posibilidad de compensar costas con la parte demandada cuando ésta oponga reconvención, compensación o nulidad, así como excepciones o defensas que tiendan a variar la situación jurídica que privaba entre las partes antes de la presentación de la demanda; sin embargo, dicho numeral no debe interpretarse en sentido estricto y excluir cualquier otra posibilidad, como en los casos en los que, para determinar el pago de costas, es necesario que el juez valore si alguna de las partes se condujo con temeridad o mala fe, pues ello vulneraría el principio de igualdad entre las partes contenido en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el equilibrio procesal entre éstas. De ahí que esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estime que debe realizarse una interpretación conforme del artículo 1076, fracción VIII, del Código de Comercio, con el artículo 1o. constitucional para que el juzgador tome en consideración los elementos subjetivos en la conducta de las partes al determinar la procedencia de la condena en costas, en la misma forma como lo ordenan los numerales 1082 y 1084 del código referido, que establecen los principios generales para la regulación de las costas y ordenan al juzgador tomar en cuenta tanto el criterio objetivo derivado de la actualización de los supuestos específicos previstos en la ley, como el subjetivo, que deriva de la valoración de la conducta que hayan tenido las partes durante el juicio, para determinar si debe haber alguna compensación en costas a cargo de la demandada, en caso de que el juzgador considere que se condujo con temeridad o mala fe, pues sólo de esta manera se respeta el principio de igualdad y el equilibrio procesal entre las partes, ya que es posible afirmar que la interposición de recursos frívolos o improcedentes, o la realización de actuaciones procesales que únicamente tienen por objeto retardar el procedimiento, caben dentro de la acepción de mala fe, puesto que están dirigidos a retrasar la solución de una controversia en cuya resolución tiene interés la contraparte. Además, los supuestos objetivo y subjetivo para condena en costas no son excluyentes, de manera que si bien es cierto que el artículo 1076, fracción VIII, del Código de Comercio impone una condena en costas al actor por llevar a la contraria a un procedimiento injustificadamente -en atención al sistema de compensación e indemnización-, también lo es que esa circunstancia, por sí sola, es insuficiente para eximir a la demandada de todo tipo de conductas que puedan calificarse de temerarias, o de mala fe, ya que los juicios mercantiles son de carácter dispositivo y en ellos se ventilan los intereses particulares de las partes, a quienes corresponde encauzar y determinar el desarrollo del procedimiento, y respetar las reglas de éste, evitando todo tipo de conductas encaminadas a obstaculizar la administración de justicia, prolongar innecesariamente los procedimientos o abusar de los derechos que la ley confiere en beneficio propio y en perjuicio de las otras partes.





Amparo directo en revisión 2361/2013. ********** 11 de septiembre de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras.





Esta tesis se publicó el viernes 07 de marzo de 2014 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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